SENTENCIA DE TUTELA 2ª INSTANCIA N°012
RADICACIÓN: 660013187002 2024 00141 01
ACCIONANTE:  JUAN C. MORALES FERNÁNDEZ
SE REVOCA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

ACCIÓN DE TUTELA / DERECHO FUNDAMENTAL A LA SEGURIDAD SOCIAL / DERECHO FUNDAMENTAL DE PETICIÓN / CALIFICACIÓN DE PÉRDIDA DE CAPACIDAD LABORAL / TÉRMINO PARA RESOLVER RECURSOS CONTRA LA CALIFICACIÓN 

TÉRMINOS PARA RESOLVER RECURSOS CONTRA LA CALIFICACIÓN – Su cómputo no puede desconocer el procedimiento administrativo especial y las etapas que, conforme a la ley, deben agotarse previo a la resolución de recursos.

… Sea lo primero decir que, en efecto, la jurisprudencia constitucional ha determinado no solo la procedencia de la tutela para resolver asuntos como el que aquí se debate, sino también para ordenarle a las AFP dar el trámite respectivo al proceso de calificación de sus afiliados y asumir el pago de esos honorarios. Conforme lo regla el artículo 17 de la Ley 1562/12, las Administradoras de los Fondos de Pensiones, o las Aseguradoras de Riesgos Laborales, según corresponda el origen de la calificación, tienen la obligación de cancelar de manera anticipada los honorarios de las Juntas Regionales y Nacional de Calificación de Invalidez… 
Ahora, frente a la presunta dilación de la actuación de la JRCIR, debe señalarse que, si bien la normativa prevé para la resolución del recurso de reposición el lapso de 10 días, no puede dejarse de lado que, previo a su trámite, la Junta debe perfeccionar el procedimiento de … y garantizar a todas las partes el término de 10 días para la interposición de recursos …, plazos que no aprecian desbordados, si se considera que la notificación del dictamen se surtió en noviembre 06/2024 y que la Junta Regional tenía programada la discusión técnica y decisión para diciembre 18/2024.
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA nº 2 de decisión PENAL

Magistrado Ponente

CARLOS ALBERTO PAZ ZÚÑIGA

Pereira, diez (10) de febrero de dos mil veinticinco (2025)

Acta de Aprobación No. 116
Hora: 2:30 p.m.
Radicación: 66001318700220240014101
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el accionante JUAN CARLOS MORALES FERNÁNDEZ, frente el fallo de tutela proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta capital, a consecuencia de la acción de amparo promovida en contra de la entidad impugnante y la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda -JRCIR-.
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela la parte accionante, se puede concretar así: (i) en el proceso de calificación de la pérdida de capacidad laboral -PCL- que inició ante COLPENSIONES, la JRCIR emitió en primera instancia el dictamen No. 12202401072 de octubre 31 de 2024, en el que se le calificó con 50.33% de PCL; (ii) dicha determinación fue apelada por COLPENSIONES en noviembre 09 de 2024, pero no pagó los honorarios a favor de la Junta Nacional de Calificación de Invalidez -JNC-; (iii) considera que COLPENSIONES está vulnerando sus derechos a la seguridad social, la protección de las personas con disminución física o en estado de discapacidad, petición e igualdad. 
Solicitó la protección de sus derechos fundamentales y que, en consecuencia, se ordene a COLPENSIONES realizar el pago de honorarios a favor de la JRCIR para que se resuelva el recurso de apelación y, además, a la JRCI de Antioquia (sic), certificar la remisión del expediente administrativo para los fines del recurso referenciado.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- El juzgado admitió la acción de tutela -auto de diciembre 11 de 2024- y dispuso correr traslado de la misma a COLPENSIONES, a la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda -JRC- y a la Junta Nacional de Calificación de Invalidez -JNC-, esta última vinculada de oficio. 
3.2.- Las entidades se pronunciaron en los siguientes términos: 

3.2.1.- El abogado principal de la Sala de Decisión número tres de la Junta Nacional de Calificación de Invalidez informó que, revisada la base de datos de la entidad, se encontró un registro de un proceso de calificación previo del señor JUAN MORALES y que terminó con dictamen de abril 03/2024; sin embargo, no hay nuevo registro a su nombre ni tiene trámite alguno pendiente de dirimir. 

Solicitó que se declare improcedente la acción de tutela en contra de esa entidad, o se disponga su desvinculación del trámite, como quiera que no ha vulnerado los derechos fundamentales invocados por el accionante. 
3.2.2.- El Director Administrativo y Financiero de la JRCIR, en lo concreto de la reclamación del accionante, precisó que, contra el dictamen de calificación emitido por esa Junta a nombre del señor JUAN MORALES, COLPENSIONES presentó como recurso principal el de reposición, y en subsidio el de apelación, de manera que para dar trámite a este último primero se debe resolver la reposición, para lo cual la junta técnica tendría la discusión pertinente en diciembre 18  de 2024, mismo que se notificaría el día 19 del mismo mes y año. 

Con fundamento en lo dicho, se opuso a las pretensiones del amparo de tutela. 

3.2.3.- La Directora de Acciones Constitucionales de COLPENSIONES, frente al caso concreto, indicó que frente al dictamen de calificación de PCL del señor JUAN MORALES, emitido por la JRCIR en octubre 31/2024, esa Administradora interpuso recurso de reposición y en subsidio apelación, pero advirtió que ninguna injerencia tiene sobre los términos que se toma la Junta para resolver los recursos y notificar sus decisiones. Con base en el reclamo del accionante, la Dirección de Medicina Laboral solicitó a la JRCIR dar trámite al recurso de apelación oportunamente presentado; asimismo, le informó dicha gestión al interesado mediante oficio de diciembre 19 de 2024. 

Pidió que se niegue la acción de tutela, por cuanto las pretensiones son abiertamente improcedentes, toda vez que no se cumple con los requisitos de procedibilidad del artículo 6° del Decreto 2591/91, y no se demostró que COLPENSIONES haya vulnerado derecho fundamental alguno.

3.3. Mediante providencia de diciembre 26 de 2024, el juzgado A-quo declaró la carencia actual de objeto por hecho superado sobre el amparo de tutela deprecado por el señor JUAN CARLOS MORALRES FERNÁNDEZ. 
Para adoptar la anterior determinación, la juez a-quo argumentó que, según lo acreditado por las partes, dentro del proceso de calificación de PCL del accionante, la JRCIR ya tenía prevista la junta técnica para diciembre 18/2024, en la que se discutiría el recurso de reposición que presentó COLPENSIONES contra el dictamen de octubre 31/2024, y que la decisión se notificaría al día siguiente -diciembre 19/2024-. Así, coligió que se configuró la carencia de objeto por hecho superado, empero previno a los funcionarios vinculados al trámite para que se adopten medidas tendientes a evitar a futuro conductas omisivas en los asuntos que les compete. 
4.- IMPUGNACIÓN

Inconforme con la decisión, el señor el señor JUAN CARLOS MORALRES FERNÁNDEZ la impugnó y, pese a que su escrito de sustentación relacionó una decisión por completo ajena a la adoptada el primer nivel, se extrae que la discrepancia consiste en que, en su sentir, la JRCIR desatendió los términos para resolver el recurso de reposición, lo que vulnera sus derechos fundamentales reclamados. 
Consideró que resultaba necesario ordenar (i) a la JRCIR que, en un término perentorio, decida los recursos interpuestos por COLPENSIONES, además, que emita una decisión sobre el pago de honorarios y proceda a remitir el expediente administrativo a la JNCI. 

En igual sentido, se ordene: (ii) a COLPENSIONES que, una vez se le notifique el recurso de apelación en trámite, proceda a pagar los respectivos honorarios y acreditarlo ante la Junta de Calificación; (iii) a la JNCI que, recibido el expediente y pago de honorarios, asigne la cita de valoración en el lapso de 48 horas siguientes y resuelva el recurso dentro del término de ley. 
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra la sentencia proferida por Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta capital, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, y 32 del Decreto 2591 de 1991.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto que contiene el fallo impugnado, en cuanto declaró la carencia de objeto por hecho superado frente al amparo de tutela invocado por el señor JUAN CARLOS MORALES FERNÁNDEZ. De acuerdo con el resultado, se adoptará la determinación pertinente, ya sea convalidando la providencia, modificándola o revocándola. 

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

De la información arrimada al dosier, se aprecia que el señor JUAN MORALES reclamó la protección de sus derechos fundamentales al considerarlos vulnerados por parte de COLPENSIONES, por no realizar el pago de honorarios que corresponderían a la JNCI para dar trámite al recurso de apelación interpuesto por dicha Administradora en contra del dictamen de PCL -#12202401072- emitido en octubre 31/2024 por JRCIR.

La juez de primer nivel, una vez analizó los argumentos de las partes, consideró que se había configurado la carencia actual de objeto por hecho superado, bajo la premisa que, si bien existió una dilación del trámite administrativo, la JRCIR ya tenía programada la junta técnica pertinente           -diciembre 18/2024- para discutir el recurso de reposición y que la notificación  de la decisión estaba prevista para el día siguiente -diciembre 19-; no obstante, el accionante impugnó porque, en su sentir, la JRCIR desconoció los términos para resolver el recurso de reposición, por lo que era necesaria la orden del juez constitucional para ordenar a la JRCIR resuelva de fondo los recursos interpuestos por COLPENSIONES, y a esta administradora para que, una vez notificada del recurso, proceda a pagar los horarios ante las Juntas. Asimismo, a la JNCI para que, tan pronto reciba el expediente, le asigne la cita de valoración médico laboral y resuelva el recurso dentro del término de ley. 
Sea lo primero decir que, en efecto, la jurisprudencia constitucional ha determinado no solo la procedencia de la tutela para resolver asuntos como el que aquí se debate, sino también para ordenarle a las AFP dar el trámite respectivo al proceso de calificación de sus afiliados y asumir el pago de esos honorarios. Puntualmente, la H. Corte Constitucional, indicó: 

“[…] Se concluye que las Juntas de Calificación de Invalidez son las encargadas de proferir el dictamen de pérdida de capacidad laboral, cuando esta sea necesaria para acceder al reconocimiento y pago de cualquier clase de prestación social que pretenda garantizar el mínimo vital y la vida en condiciones dignas de las personas. El artículo 17 de la Ley 1562 de 2012, establece que quiénes deben asumir el pago de los honorarios de las Juntas de Calificación de Invalidez son las entidades Administradoras de Fondos de Pensión o las Administradoras de Riesgos Laborales, “ya que al ser un servicio esencial en materia de seguridad social, su prestación no puede estar supeditada al pago que haga el interesado, pues este criterio elude el principio solidaridad al cual están obligadas las entidades de seguridad social". Sin embargo, como se expuso, la jurisprudencia de esta Corporación dispone, bajo el mismo criterio, que las aseguradoras también podrán asumir el pago de los honorarios de las Juntas de Calificación de Invalidez. […]”
 -negrillas excluidas-

A su turno, el artículo 142 del Decreto Ley 019/12 contempla la posibilidad de controvertir el dictamen inicial: “[…] En caso de que el interesado no esté de acuerdo con la calificación deberá manifestar su inconformidad dentro de los diez (10) días siguientes y la entidad deberá remitirlo a las Juntas Regionales de Calificación de Invalidez del orden regional dentro de los cinco (5) días siguientes, cuya decisión será apelable ante la Junta Nacional de Calificación de Invalidez […]”. 

Conforme lo regla el artículo 17 de la Ley 1562/12, las Administradoras de los Fondos de Pensiones, o las Aseguradoras de Riesgos Laborales, según corresponda el origen de la calificación, tienen la obligación de cancelar de manera anticipada los honorarios de las Juntas Regionales y Nacional de Calificación de Invalidez, en tanto la Resolución 2050 de 2022 precisó que, cuando se interpone el recurso de reposición contra el dictamen de las Juntas Regionales, cuyo trámite no comporta costo, y subsidiariamente el de apelación, este último solo procederá en caso de que se resuelva desfavorablemente el primero, condicionando el envío del expediente a la Junta Nacional hasta que se verifique la consignación de honorarios, respecto de la cual se prevé un plazo máximo de sesenta (60) días, so pena de tenerse por desistida la apelación
.
Al descender al caso concreto, aprecia la Corporación que el señor JUAN MORALES alegó inicialmente la vulneración de sus derechos porque COLPENSIONES no había pagado los horarios de la JNCI, aun cuando fue esa administradora la recurrente, empero, claramente el accionante confundió el trámite de recursos, ya que el fondo de pensiones interpuso como principal el recurso de reposición y en subsidio la apelación, por lo que, para el momento de radicación de la presente tutela, no era viable exigirle a COLPENSIONES el pago de honorarios al no estar definido el recurso horizontal; de hecho, la entidad tiene un máximo de 60 días después de ser notificada de la decisión del recurso de reposición -de ser esta desfavorable- para acreditar ante la Junta Regional el pago de los honorarios de la JNCI.
Ahora, frente a la presunta dilación de la actuación de la JRCIR, debe señalarse que, si bien la normativa prevé para la resolución del recurso de reposición el lapso de 10 días, no puede dejarse de lado que, previo a su trámite, la Junta debe perfeccionar el procedimiento de notificación -art. 41 D.1352/13 y art. 2.2.5.1.39. D.1072/15- y garantizar a todas las partes el término de 10 días para la interposición de recursos -art. 42 D. 1352/13 y art. 2.2.5.1.40. D.1072/15-, plazos que no aprecian desbordados, si se considera que la notificación del dictamen se surtió en noviembre 06/2024
 y que la Junta Regional tenía programada la discusión técnica y decisión para diciembre 18/2024.
Valga decir que, en manera alguna, la acción de tutela puede ser instrumentalizada para coerciones indebidas a las autoridades en el ejercicio de sus funciones cuando no existe un motivo que justifique la intervención de juez constitucional, así como tampoco es dable presumir hechos futuros para reclamar anticipadamente la protección de derechos sin un fundamento tangible.
Bajo este contexto, el Tribunal colige que, contrario lo afirmó el accionante, ninguna acción u omisión que lesione o vulnere sus garantías constitucionales se verifica en el proceso administrativo de calificación de PCL, por cuanto las entidades han actuado en el marco de la normatividad vigente. 

En esas condiciones, se advierte necesario revocar la decisión del juzgado A-quo, en cuanto declaró la carencia de objeto por hecho superado, en la medida que nunca se identificó la presunta vulneración de derechos, misma que se insiste nunca se configuró, por lo cual resultaba necesario negar el amparo de tutela deprecado por inexistencia del hecho vulnerador de derechos.
6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Nº 2 de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley, 

FALLA

PRIMERO: SE REVOCA la sentencia proferida en diciembre 26 de 2024 por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), por medio de la cual se declaró la carencia actual de objeto por hecho superado frente a la solicitud de amparo constitucional elevada por el señor JUAN CARLOS MORALES FERNÁNDEZ; en su lugar, SE NIEGA la tutela deprecada por improcedente, ante inexistencia de acción u omisión alguna por parte de COLPENSIONES o la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, que vulnere las garantías fundamentales del ciudadano JUAN MORALES. 
SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

CARLOS ALBERTO PAZ ZÚÑIGA 

Magistrado 

Con firma electrónica al final del documento

JULIÁN RIVERA LOAIZA

Magistrado 

Con firma electrónica al final del documento

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Magistrado 

Con firma electrónica al final del documento
� Sentencia T-400/14


� Resolución 2050 de 2022, anexo técnico, Numeral 10: “[…] Cuando la Junta Regional de Calificación de Invalidez resuelva el recurso de reposición a favor de la solicitud del recurrente, no procederá la remisión a la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, pero si este no es favorable a la solicitud de alguno de los recurrentes se remitirá a la Junta Nacional en caso de haberse interpuesto de manera subsidiaria el recurso de apelación previa verificación de la consignación de honorarios. || […] La Junta Regional de Calificación de Invalidez […], cuando resuelva el recurso el recurso de reposición y conceda la apelación, advertirá al apelante que si no cancela los honorarios y/o no informa de la consignación realizada a la Junta Nacional en el plazo máximo de sesenta (60) días, se entenderá desistido el recurso de apelación interpuesto.” 


� Según la información que relacionó COLPENSIONES en los documentos anexos a su respuesta, visibles en el documento “09ContestacionTutelaColpensiones”. 
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